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SEÑORES 

ACREEDORES   

ASUNTO: ADMISIÒN PROCESO DE REORGANIZACIÒN EMPRESARIAL – NEOS GROUP SAS. 

En mi calidad de promotor designado por la Superintendencia de Sociedades, me permito informar que la 
mencionada sociedad ha sido admitida por la Superintendencia de Sociedades, mediante Auto No. 2019-01-
382391 del 22 de octubre de 2019, al proceso de reorganización empresarial de acuerdo con lo establecido 
por la Ley 1116 de 2006. 

De conformidad con lo indicado en el numeral Décimo Sexto del Auto en mención y en concordancia con el 
artículo 20 de la Ley 1116 me permito transcribir el aviso correspondiente: 

AVISO DE REORGANIZACIÒN 

LA COORDINADORA DEL GRUPO DE APOYO JUDICIAL DE LA SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, DE 
CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL NUMERAL 11º DEL ARTICULO 19 DE LA LEY 1116 DEL 27 DE 
DICIEMBRE DE 2006 Y EN CUMPLIMIENTO DEL AUTO IDENTIFICADO CON RADICACIÒN NO. 2019-01-382392 
DEL 22 DE OCTUBRE DE 2019. 

AVISA: 

1. Que por auto identificado con radicación No. 2019-01-382391 del 22 de Octubre de 2019, esta 
Superintendencia admitio a un proceso de reorganizaciòn empresarial a la sociedad NEOS GROUP 
S.A.S., identificada con NIT. 830.070.966, domiciliada en la Ciudad de Bogotà D.C, en los terminos y con 
las formalidades establecidas en la Ley 1116 de 2006, reformada por la ley 1429 de 2010. 

2. Que según lo establecido en el citado auto de admisiòn, se designo de la lista de auxiliares de la justicia 
de esta entidad Entidad como Promotor, al Doctor Enrique Gòmez Martinez, identificado con cedula 
de ciudadania No. 79.468.770, para adelantar el referido proceso de insolvencia en los terminos y 
condiciones dispuestos en la Ley 1116 de 2006. 

3. Que los acreedores pueden comunicarse, si lo consideran pertinente con el Promotor designado, para 
efectos del proyecto de calificaciòn y graduaciòn de creditos y determinaciòn de derechos de voto en 
la direcciòn:  Calle 72#6-44, oficina 601, en Bogotà, Telefono fijo: 3001759, Celular: 3134675045, 
Correo electronico : enriquegomez@zurekgomezabogados.com 

4. Que en el numeral Cuarto de la parte resolutiva del citado auto de admisiòn, se ordenò la Coordinaciòn 
del proceso de reorganizaciòn de Inversiones Davanic S.A.S con NIT 830.036.191 con el que adelanta la 
sociedad Neos Group S.A.S identificada con NIT 830.070.966. 

5. Que se ordenarà la inscripcion del Auto de admisiòn en la Camara de Comercio, conforme lo señala el 
articulo 19, numeral 2º de la Ley 1116 de 2006. 

6. Que de conformidad con lo establecido en el numeral 11º del articulo 19 de la Ley 1116 de 2006, la 
Sociedad deudora, sin autorizaciòn del juez del concurso, no podra realizar enajenaciones que no esten 
comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre sus bienes, ni adoptar 
reformas estatutarias, ni hacer pagos, ni arreglos relacionados con sus obligaciones y en general debera 
dar cumplimiento al articulo 17 de la citada Ley. 

ENRIQUE GÓMEZ MARTINEZ 
Promotor de Neos Group SAS en Reorganización.

El próximo viernes se 
iniciará la vacancia ju-
dicial (periodo de vaca-

ciones) en la Rama y por ello 
connotados casos tendrán que 
esperar a que se reactiven las 
labores en la tercera semana de 
enero próximo, como es el pro-
ceso en la Corte Suprema contra 
el expresidente Álvaro Uribe por 
manipulación de testigos.

El senador Uribe Vélez y el 
representante Álvaro Hernán 
Prada son investigados por el 
cargo de fabricación de testigos 
en un proceso que arrancó con 
una denuncia formulada por el 
exmandatario contra el senador 
Iván Cepeda, por ese mismo 
delito, y que tras cinco años de 
investigación terminó absolvien-
do al Parlamentario del Polo y 
volviéndose en contra del jefe del 
Centro Democrático.

Uribe rindió indagatoria el 
pasado 8 de octubre ante la Corte 
Suprema, en donde reiteró que 
no pidió a sus abogados contac-
tar testigos para que declararan 
a su favor; mientras que Prada 

se presentó en esta diligencia el 
pasado 6 de noviembre.

Uribe y Prada quedaron for-
malmente vinculados a esta 
investigación que adelanta la 
Sala de Instrucción de la Corte 
Suprema, la cual deberá defi-
nir a partir de finales de enero 
próximo si dicta o no medida de 
aseguramiento en contra de los 
dos parlamentarios del Centro 
Democrático.

De igual forma para el otro 
año quedó en la Corte Suprema la 
reanudación del juicio al suspen-
dido magistrado Gustavo Malo 
por su presunta participación 
en el escándalo de compraventa 
de fallos a favor de políticos que 
se habría presentado en este alto 
Tribunal entre 2013 y 2015, cono-
cido como el ‘Cartel de la Toga’.

A propósito el pasado viernes 
la Corte negó la solicitud de la 
defensa de Malo para que afron-
tara este proceso en libertad, 
por lo que se mantendrá tras 
las rejas.

De igual forma por la vacancia 
judicial queda en suspenso el 

juicio contra el exsenador de La 
U, Musa Besaile, a quien la Corte 
Suprema lo acusó por los delitos 
de peculado por apropiación y 
cohecho por dar u ofrecer en el 
marco del ‘Cartel de la Toga’.

Consejo de Estado

A principios del otro año el 
Consejo de Estado debe pro-
nunciarse de fondo sobre la 
demanda que tiene frenada la 
implementación del fracking en 
Colombia, pues el alto Tribunal 
concedió medidas cautelares en 
una demanda contra el Decreto 
3004 de 26 de diciembre de 
2013 y la Resolución 90341 de 
2014 que establecen los crite-
rios y procedimientos para la 
exploración y explotación de 
hidrocarburos en yacimientos 
no convencionales, normas que 
por esa determinación del alto 
Tribunal quedaron suspendidas 
provisionalmente.

Ecopetrol y las multinacio-
nales están a la espera de que el 
Consejo de Estado dilucide esta 
demanda pues de levantar la 
suspensión sobre estas normas 
podrían implementar el fracking, 
con la expectativa de obtener 
grandes rendimientos en la ex-
plotación de petróleo y gas.

Mientras tanto los ambien-
talistas esperan que el Consejo 
de Estado deje sin efecto estas 
normas para cerrar la puerta, por 
lo menos en el futuro cercano, a 
esta técnica que es prohibida en 
muchos países por el impacto 
ambiental.

Además el Consejo de Estado 
al retornar a labores a finales de 
enero próximo debe iniciar el 
estudio de un importante nú-
mero de demandas de nulidad 
de la elección de gobernadores 
y alcaldes producto de los co-
micios de octubre pasado, por 
supuestas inhabilidad para 
ocupar el cargo.

De otra parte, también se 
espera que el Consejo de Estado 
el otro año falle de fondo acerca 
de la demanda que impetró 
Antioquia contra el acto admi-
nistrativo por medio del cual 
el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi publicó un mapa en 
que ubica a los corregimientos 

de Belén de Bajirá, Macondo, 
Blanquiset y Nuevo Oriente en 
territorio de Chocó.

Este diferendo limítrofe en-
tre los dos departamentos, que 
ajusta 17 años, ya está finiquita-
do desde el punto de vista de la 
diligencia de deslinde, que fue la 
diligencia administrativa que se 
adelantó por parte del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi con 
base en lo preceptuado en la Ley 
1447 de 2011, que como se dijo el 
estudio técnico determinó que 
estos territorios se encuentran 
en suelo chocoano.

Corte Constitucional

Si bien el gobierno Duque se 
comprometió el viernes pasado a 
que presentará el proyecto de re-
forma para revivir las 16 curules 
para las víctimas, establecidas 
en el acuerdo de paz, la Corte 
Constitucional seleccionó en días 
pasados una tutela que presentó 
el senador Roy Barreras con la 
que busca que por fin se habiliten 
las 16 circunscripciones para las 
víctimas.

El Parlamentario argumenta 
que esta reforma constitucional 
sí fue aprobada por las mayorías 
requeridas en la votación en el 
Senado en noviembre del 2017, y 
por lo tanto deben crearse.

En esa oportunidad la  mesa 
directiva del Senado consideró 
que el proyecto en cuestión no 
pasó, a pesar de que el entonces 
ministro del Interior, Guillermo 
Rivera, argumentó que la mayo-
ría absoluta se configuraba en 
50 y no en 51 parlamentarios, 
pues había dos sillas vacías en 
la Corporación.

También el alto Tribunal debe 
pronunciarse, entre otros, acerca 
de una demanda a la Ley 1864 de 
2017, mediante el cual se modi-
fica el Código Penal y se dictan 
otras disposiciones para proteger 
los mecanismos de participación 
democrática.

Una de las disposiciones de 
esta Ley que está demandada 
tiene que ver con la tipificación 
del fraude en inscripción de 
cédulas. Sobre el particular la 
norma señala que quien por 
cualquier medio indebido logre 
que personas habilitadas para 
votar inscriban documento o 
cédula de ciudadanía en una 
localidad, municipio o distrito 
diferente a aquel donde hayan 
nacido o residan, con el propósi-
to de obtener ventaja en elección 
popular, plebiscito, referendo, 
consulta popular o revocatoria 
del mandato, incurrirá en prisión 
de cuatro 4 a 9 años.

Grandes pendientes  
de las altas  

Cortes para 2020
Asuntos como la investigación al expresidente Uribe por supuesta 

manipulación de testigos o la demanda que suspendió dos normas que 
permiten hacer fracking, deben esperar por las vacaciones de la Rama

Uribe y Prada 
son investigados 

por supuesta 
fabricación de 

testigos

El fallo sobre una demanda que tiene frenada la implementación del 
fracking en el país, sería resuelta en los primeros meses de 2020 por el 
Consejo de Estado. /Archivo ENS


